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I. FUNDAMENTACIÓN. 

La institución  del Juicio por Jurados en la República de Panamá,  ha sido y será tema de muchos debates, tanto intelectuales como políticos. En el Marco de las Reformas Procesales Penales a las cuales se avoca nuestro país, y a través de la creación de una Comisión Técnica y una Comisión Codificadora;
 este tema del juicio por jurado, ha despertado puntos de vista realmente encontrados, principalmente por razón de que el desarrollo histórico de esta figura en nuestro país, se ha visto empañado con reformas que no cumplen con los fines garantistas consagrados en nuestra Constitución Nacional. Vemos pues que aunque en nuestro país, hayamos superado en cierta forma una de las polémicas más importantes sobre la implementación o no en el sistema de enjuiciamiento de esta figura, todavía en otras latitudes como Argentina, se formulan posiciones contrapuestas que van desde la terminante oposición a la aplicabilidad de dicho sistema de juzgar
, bajo la premisa de que constituye un elemento que apoya la impunidad en delitos graves, como hasta  el firme reclamo del establecimiento de un modelo de corte europeo, como el escabinado. De aquí, que debemos de partir de la premisa de que en Panamá, a excepción de ciertos detractores de la vigencia de esta figura, la mayoría de los autores ven en el juicio por jurados  una representación democrática y real del pueblo en la administración de justicia, la cual ha estado entre nosotros desde nuestra separación de Colombia en 1904. 

Ahora, en el marco de las Reformas Procesales llevadas a cabo en nuestro país, nuevamente surgieron las ideas de reformar la institución para hacer el instituto más adecuado a los Principios y Garantías Constitucionales consagrado en nuestra Carta Magna. Sin embargo, las intenciones escaparon a la realidad consagrada en el Anteproyecto de Código Procesal Penal, pues se produce una normativa que si bien parece adecuar la figura del juicio por jurado a una realidad social, política y económica, para hacerlo más rápido, ágil y sencillo; dichas reformas podrían acarrear cambios significativos que desencadenarían la pugna entre la vigencia y eficacia de principios y garantías recogidos en la Constitución Nacional. De aquí, que el presente trabajo tiene como norte realizar un estudio de la Garantía Constitucional
, del Juicio por Jurado con especial énfasis en las Reformas Procesales sugeridas por la Comisión Codificadora de nuestro país, las cuales parecen crear contradicciones entre Principios Procesales como el Derecho a la Defensa y la Economía Procesal, establecido  este último como principio medular de las reformas, por razón de la mora judicial excesiva.

Sin embargo, se pone de manifiesto la real dificultad, de poder brindar una opinión objetiva y de adecuado nivel académico al respecto, frente a un tema que nuestra hermana nación de Argentina también ha debatido, y en el que dan los primeros pasos en cuanto a su implementación a través de la normativa legal de Córdoba; y decimos que se pone de manifiesto la dificultad, pues aparecen vinculados aspectos no exclusivamente técnico-jurídicos sino también políticos, sociológicos, éticos y filosóficos que hacen del tema uno muy conflictivo.

Se hace necesario valorar que nuestra constitución al recoger el Juicio Con Jurados como un Garantía Constitucional, establece además el marco de la reformas procesales penales
;  pues si bien es cierto se estableció como elemento pilar de las Reformas: el Desarrollo de un Nuevo Sistema Procesal Acusatorio, todo el diagnóstico y sugerencias para estas reformas procesales fueron establecidos en el Pacto de Modernización de la Justicia,
 que vino a establecer como VISIÓN FUTURA DE LA REFORMA JUDICIAL DE PANAMÁ: Un sistema de Administración de Justicia transparente, independiente y eficiente, con funcionarios judiciales idóneos e imparciales que rindan cuenta de su gestión, mediante una evaluación eficaz que permita identificar que se cumple con el debido proceso legal, sin excesivo formalismo, y con las garantías del Estado de derecho, mediante una tutela judicial efectiva, expedita e igualitaria que trasmita confianza ciudadana en la Justicia.

Es así, que con este marco de referencia, se crearon los borradores de Anteproyectos y los Proyectos de Códigos, por parte de una Comisión Técnica Nacional y una Comisión Codificadora respectivamente, que estudio  los aspectos más importantes a reformar dentro del proceso penal panameño, y dentro del cual se encontraba la controvertida temática del juicio por jurado. Es así, que entre los postulados recogidos en el Informe de la Comisión de Estado por la Justicia y seguidos por la Comisión Técnica y posteriormente por la Comisión Codificadora, se planteó como premisa esencial,  la reforma integral de la jurisdicción procesal penal: “para integrarla a los requerimientos que caracterizan el estado de Derecho, especialmente en el ámbito del absoluto respeto y tutela de las garantías fundamentales y de los derechos humanos, así como en el equilibrio de los derechos de las víctimas y sus familiares”.

De igual forma, se  señala  por la Comisión de Estado Por la Justicia, prioritariamente la necesidad de instaurar un sistema de justicia penal con un procedimiento de corte acusatorio,  desvinculado de toda relación con el procedimiento civil, actualizado a las nuevas corrientes doctrinales y capaz  de hacer efectivo el respeto a los derechos humanos, con mayor accesibilidad, independencia e imparcialidad, pero con la adhesión al modelo acusatorio y  a la orientación del garantismo procesal. Es así, que en Panamá, la filosofía Procesal Garantista pasó a ser, tan siquiera en palabras, el modelo jurídico dentro del cual se enmarcarían los Principios de las Reformas Procesales Penales, por mandato de la Comisión de Estado por la Justicia. 

Sin embargo, frente al Tema del Juicio Por Jurados, se dieron una serie de discusiones, siendo que al final la Comisión Codificadora de mi país, queriendo solucionar el problema de la larga duración de los procesos penales y queriendo darle vigencia al principio de la Economía Procesal, entro en graves incongruencias con otros principios procesales o reglas técnicas procesales
; verbi gracia, el Principio del derecho a la defensa, el cual fue desmembrado al disminuir  el termino de alegatos y la exposición de los hechos a un termino de una hora y media, respectivamente, lo que puede aceptarse como normal en un juicio sencillo, pero no para delitos complejos como el homicidio
. Es decir, que la adecuación de la normativa, para hacer del juicio por jurado más rápido, sencillo y eficaz, como lo exigía el fin garantista escogido para las reformas, no se cumplió, pues no se valoró que el principio de economía procesal solo tiene vigencia si esta en armonía con los otros principios procesales,  pues cualquier infracción a otros principios como al derecho fundamental de la defensa, serviría para advertir una crisis manifiesta en la Garantía Constitucional del Debido Proceso, Principio Rector en nuestra legislación Proceso Penal. 

Aquí, se nos presentó la difícil tarea de disentir en varios de los planteamientos de muchos maestros panameños, con los cuales durante varios meses compartí la mesa de discusión de la Reforma Procesal Penal de Panamá. Sin embargo, se hacía necesario, dejar sentados muchos criterios cuya precisión conceptual, no había sido establecido en los Proyectos, pues si se estaba denominando como acusatorio y garantista al Proyecto, tan siquiera algo de esto debería reflejar. En este sentido, tomamos la determinación de aplicar las enseñanzas del Maestro Adolfo Alvarado Velloso, padre del garantismo panameño, pues esta ideología aunque parezca mentira era ajena a nuestro pensamiento jurídico y a nuestro sistema de enjuiciamiento, amparado en un Código Judicial desfasado e inquisitivo hasta lo más profundo de su ser. 

Recordé de igual forma, las palabras de GONZALO GALLO GONZALEZ,
 al señalar que:  “Como adalides del cambio y la evolución y no como  rémoras o defensores del inmovilismo y la involución, estuvieron Copérnico y Galileo en las ciencias, Beethoven y Bach en la música, Da Vinci, los impresionistas y  Picasso en la pintura, a Freud, Darwin y Marx en las ideas, a Gandhi y Luther King  en lo social y, por supuesto, a Jesucristo y a Buda en el espacio de la fe. Señores, para ellos experimentar no era diabólico y purificar y renovar no era de locos.  Fueron atrevidos y corrieron el riesgo de equivocarse”.  Por eso yo fui  atrevido y corro  el riesgo de equivocarme en muchos de los planteamientos que hoy expongo en este proyecto, pues se hacía necesario que analizáramos la figura del jurado y sus posibles reformas desde un verdadero marco garantista.

II. INTRODUCCIÓN.

Si bien es cierto, el juicio con jurados constituye uno de los temas Conflictivos del Derecho Procesal Penal, que hasta la fecha sigue siendo tratado, creando polémica, críticas e inclusive problemas entre la jurisprudencia y la doctrina;  y aún cuando muchos de nuestros autores todavía hoy no se ponen de acuerdo, en nuestro país la importancia del mismo ha sido aceptada e inclusive se mantiene su vigencia en la legislación actual y en los proyectos trabajados por la Comisión Codificadora.  Ahora, como ya lo hemos señalado este tema requiere un mayor análisis para su comprensión y planteamiento en nuestro Futuro Código Procesal Penal Panameño, pues si bien es cierto esta figura jurídica nació con nuestra nación y ha resistido los ataques de muchos retractores y de muchas reformas procesales, sería imperdonable desnaturalizarla o transformarla con la falsa intención de hacer el juicio más rápido y ágil, pues podría ser en detrimento de su eficacia y de su función garantizadora. 

Hay que considerar, que ya en el Artículo 6.1 del Convenio de Roma, promovido por el Consejo de Europa, los estados contratantes coincidieron en atribuir la condición de derecho humano a la garantía procesal consistente en obtener una decisión judicial en un plazo razonable
. Sin embargo, de la misma forma, este Consejo, asumió y entendió la obligación de establecer y salvaguardar los mecanismos jurídicos necesarios para que las causas que se sustancien ante sus órganos jurisdiccionales sean resueltas en un plazo, que permitiendo el adecuado ejercicio del derecho de defensa, incorpore el factor temporal indispensable para no hacer ilusoria la tutela judicial. 

De aquí, que se hace necesario que en el juicio por jurado se valore en primera instancia el cumplimiento del Derecho a la Defensa, para luego entrar a desarrollar sobre el factor tiempo dentro del mismo, pues sino se crearían antinomias de principios, al entrar en contradicción la supuesta economía procesal con el derecho a la defensa. Por esto somos del criterio que al proponerse la disminución del término para el debate oral o público a través del término de los alegatos se desnaturaliza la figura del juicio por jurado en nuestra legislación procesal.

Vemos pues que la fe en un sistema jurídico responde ampliamente a la  identidad nacional y a la realidad social y política del mismo. Creo que esta es la razón para que la mayoría de los países europeos estén convencidos de que los jueces se encuentran en una mejor posición para valorar la prueba desapasionadamente y aplicar la ley objetivamente, que las personas sin ningún conocimiento jurídico, como sería el caso de los jurados.  Por estas ideas, se ha podido comprobar como en Europa la decadencia del jurado popular obligó prácticamente a sustituirlo, por otra especie de jurado: el escabinado. 

Ahora, mientras en Latinoamérica, prácticamente se ha suprimido el juicio por jurado de la mayoría de las legislaciones; nuestro país, es de los que aún conservan dentro de sus cuerpos normativos tal institución y con todas las críticas y argumentaciones en su contra, consideramos que seguirá airoso mientras se respeten todas las Garantías Constitucionales inherentes al mismo. Sin embargo, la figura del jurado se ha ido desnaturalizando, pues los cambios que ha sufrido a través de la historia, no han servido para mejorar la institución, al contrario, la han ido alejando de su objetivo garantizador inicial. De aquí, que somos del criterio de que la tendencia a reformar superficialmente la institución, sin realizar un análisis objetivo de sus deficiencias en el marco de una sociedad determinada es lo que al final puede provocar la  inoperabilidad, y termina desnaturalizando su esencia, causando finalmente la desconfianza del ciudadano a dicha figura jurídica, al tenerlo como protector de los delincuentes.

III. ANTECEDENTES HISTORICOS DEL JUICIO POR JURADO.

En nuestra legislación procesal, la denominación de esta figura jurídica ha sido ambivalente y confusa, pues el  Título IV del Libro III de nuestro Código Judicial se  refiere al empleo de la expresión: “Juicios con Intervención de Jurado’’; sin embargo el Artículo 2316 habla de: “jurados de conciencia’’. Aunado a esto, el artículo 2317 se refiere a los jurados. Y el encabezado de la Sección 2ª  emplea la palabra jurados. De igual forma mucha otra normativa utiliza indistintamente la denominación de jurados ó de “jurados de conciencia’’, para referirse a la institución que nos ocupa.
 

De aquí, que se advierte, que al legislador al emplear la palabra “jurado’’ lo hace para referirse, en algunos casos, tan solo al miembro o integrante del cuerpo de jurados y en otras ocasiones a la institución en sí; es decir, se confunde en nuestra legislación al  miembro del tribunal , con la institución del juicio por jurados, el cual es el sistema específico de juzgamiento en el que la decisión del caso se hace sobre la base del sistema de valoración probatoria conocido como el de íntima convicción. 

1. ORIGENES.

Debemos de partir nuestro desarrollo histórico, señalando que no somos copartidarios de la idea manejada por muchos autores de considerar que las verdaderas raíces del juicio por jurado, tendríamos que rebuscarlas en antiguas formas de juzgamiento que se dieron en Roma y especialmente en Grecia.  Lo anterior, en virtud de que,  si bien es cierto, en Grecia se encuentra la Asamblea del pueblo, el Tribunal de los Heliastas, los Efetas y los  Pritaneos, estas instituciones no contienen similitudes con la actual forma de enjuiciamiento estudiada.

Por esto, consideremos que  el origen del juicio por jurado según su estructura y sentido moderno, debemos de buscarlo en Inglaterra; por supuesto que no con el carácter popular y democrático que hoy día se le atribuye en su manifestación más pura. Fue a través de la cláusula Nº 39 de la Carta Magna de Rey Juan Sin Tierra, que los barones y la alta jerarquía eclesiástica, obligaron al Rey  a concederles el privilegio de ser juzgados por sus iguales y no por el Tribunal Real.
 Es en este documento en donde encontramos el  elemento eidético que determinó la verdadera naturaleza del instituto, al consagrarse lo siguiente: “ningún hombre libre será arrestado o encarcelado, o desposeído de sus bienes, o declarado proscrito, o exiliado, o dañado de cualquier manera, y nosotros no iremos contra él y no enviaremos a nadie contra él, sin un juicio legal de sus pares, conforme a la ley del país’’.  

Ahora, se hace necesario señalar que es con Eduardo I, sucesor de Enrique III, en el año de 1272, cuando comienza a dibujarse con mayor nitidez la configuración de juicio por jurados, y que se perfilará bajo los reinados sucesivos de Enrique VIII, Jorge IV y otros. 

Esta figura fue adoptada por España en su Fuero Juzgo, aunado a que Francia lo estableció dentro de la concepción liberal del Estado, por considerarlo una institución democrática, mediante la cual los ciudadanos conscientes y libres participaban en una de las principales atribuciones del Estado, nada menos que en la administración de justicia. Sin embargo, sería hasta el año de 1816 cuando queda claramente connotada la función del jurado.  En el año de 1825, se dio la Jury Act, en donde se da la función propiamente jurisdiccional del jurado, en lo que a Inglaterra corresponde, siendo que su actual regulación se encuentra en el Jurtes Act de 1974. 

En nuestro continente, fue incorporado a través de la Constitución de los Estados Unidos de 1776. De la misma forma, las ideas liberales de la época y la Revolución Francesa promo​vieron la institución de juicios con intervención de jurados y fue incluida en la Constitución de Francia del año 1791.

2. Antecedentes en Panamá. 

De acuerdo con el Ex Magistrado de la Corte Suprema, Dr. Arturo Hoyos, el sistema jurídico panameño puede ser clasificado dentro de la familia romano-germánica; sin embargo, tenemos muchas instituciones traídas del sistema jurídico anglosajón, tal y como lo constituye el juicio por jurado
. (Hoyos, Arturo. Justicia, Democracia y Estado de Derecho. Pág. 3). 

Ahora, en cuanto a las raíces o evolución histórica del juicio por jurado en Panamá, no cabe la menor duda que la institución nos llega más directamente de cierta herencia jurídica española. De aquí, que en 1820 cuando se reestablece la Constitución de Cádiz, se inició el denominado trienio constitucional, siendo que se aportaron tres nuevos intentos para hacer efectivo el principio de participación popular en la administración de justicia. De la misma forma, durante el Estado Federal de Panamá, en los años 1851 y 1852, quedó adoptado el juicio con intervención de jurados.

Llama poderosamente la atención, que ya para nuestra separación de Colombia, en el artículo 95 de la Constitución Política de la República  de Panamá del año 1904, se instituye el sistema de jurados para las causas penales, estableciéndose que la ley determinará cuál será su competencia. Sin embargo, esta constitución la denominó “sistema’’.  Ahora, un punto muy importante es que las constituciones del decimonono y que tuvieron corta vigencia en el Estado Soberano de Panamá
, consagraron la institución como un verdadero derecho fundamental, a diferencia del constitucionalismo republicano que lo trasladó a los clásicos esquemas de la administración de justicia. 

Por medio de la Ley 50 de 13 de marzo de 1917 (que modifica la Ley 2a. de 1916 y ésta a su vez fue modificada por las Leyes 38 y 52 de 1919)  mediante la cual queda  aprobado el Código Judicial, es regulado formalmente el Tribunal de jurados.

También las constituciones de los años 1941 y 1946, recogieron la figura del juicio por jurado, siendo que la Constitución de 1941, en el artículo 134, contemplaba el sistema de jurados para las causas en materia criminal establecidas por ley especial, manteniendo el nombre de “sistema de jurados’’. Sin embargo, la constitución de 1941 estuvo vigente durante un período corto, pues la pusieron en vigor el 2 de enero de 1941 y quedó suspendida su vigencia el 29 de diciembre de 1944, pero se establece que continuarán rigiendo los códigos, leyes y demás disposiciones vigentes a la fecha. Posteriormente, el Decreto de Gabinete de 7 de mayo de 1951 puso en vigor ese texto constitucional, declarando sin efecto la Constitución de 1946, la cual había consagrado en el Artículo 175, lo siguiente: “Se instituye el juicio por jurados.  La ley determinará las causas que deben decidirse por este sistema’’.  Esta misma redacción es la que se mantiene en la actual Constitución Nacional de 1972, pero con las Reformas Constitucionales del 2004.

Hasta el año 1987, cuando  nace a la vida jurídica nuestro actual Código judicial, se mantiene vigente la normativa que establecía que el veredicto de los jurados consistía en responder el cuestionario con las palabras sí o no; sin embargo,  con la vigencia del nuevo código en el año citado, esto fue reem​pla​zado por las palabras inocente o culpable. 

Actualmente y por las reformas constitucionales del Acto Legislativo de Diciembre del año 2004, esta Garantía Constitucional, como se le ha visto por los autores, se consagra en el Artículo 218 de la constitución Nacional. Es decir, que la actual Constitución,  prescribe en el artículo 218, el juicio por jurados, como un derecho, no solamente de naturaleza sustantiva, sino de rango o reconocimiento constitucional.  Basta conectar la precitada disposición con el Artículo 22 que consagra el derecho a un juicio público con plenitud de Garantías establecidas para la defensa, para determinar el marco rector garantista de nuestro juicio por jurado, el cual no puede ser vulnerado por reformas judiciales que no se amparen en esta normativa constitucional. 

Por último,  debemos de mencionar que las últimas reformas a la institución del juicio por jurados, se dan con la Ley 23 del año 2001, los cuales se mantienen vigentes en nuestro Código Judicial  y a las cuales nos referiremos posteriormente.

IV. EL JUICIO POR JURADO Y LA ECONOMIA PROCESAL. 

El Tribunal del jurado se puede definir según nuestra experiencia patria, como aquel tribunal establecido por la ley, compuesto por un número de ciudadanos que representan a la sociedad, y que sin tener calidad de jueces, aprecian la prueba, y de acuerdo a su conciencia e íntima convicción emiten un veredicto, declarando culpable o inocente al imputado. Otra denominación con la cual se le puede llamar es la de tribunal de hecho, por constituir esta denominación la opuesta al tribunal de derecho, que resuelve aplicando o interpretando las disposiciones legales con base a la prueba tasada o a la sana crítica.

Por todos es conocido, los distintos criterios y las dos grandes corrientes que sustentan la institución bajo examen, tal y como lo representan los criterios continental europeo y anglo-americano, que presentan características diferentes, que pasamos a explicar a través de los  dos modelos de juicios por jurados a saber:

a. El sistema anglosajón compuesto por el gran jurado o jurado de acusación, que es, entre otras cosas, el que aprueba o no la acusación fiscal y el pequeño jurado o jurado de enjuiciamiento que establece la inocencia o culpabilidad, reservándose el Juez la calificación del hecho y la cuantificación de la pena. Dentro de este sistema se encuentra el sistema panameño.

b. El sistema EUROPEO, que en Francia, Italia y Alemania, es llamado "escabinado", pues está integrado por jueces letrados y por jueces "populares" o "legos" que actúan como jueces profesionales, los que elaboran la sentencia, guiados, jurídicamente, por un juez  letrado.

Se hace necesario observar que en nuestra legislación el juicio por jurado, cumple una función judicial y constituye un modo de superar la legislación inquisitiva, pues se da en el la publicidad, la oralidad, y la inmediación del juez con la prueba. De aquí, que constituye un juzgamiento en donde los ciudadanos participan en la administración de justicia, con fiel cumplimiento de los principios y garantías procesales. Pero quizás lo más importante, es que se logra una mayor economía Procesal, entendida desde el punto de vista de que se pretende un juicio rápido, sencillo y eficaz, donde la resolución no tarda, pues es emitida a través de un veredicto inmediato, sin dilaciones indebidas y con la simplicidad de formas. En cuanto a esto, el Doctor Adolfo Alvarado Velloso en su obra de Derecho Procesal, consagra que es difícil determinar el ámbito de aplicación del Principio de Economía Procesal, pues esta economía procesal no tendrá solo que ver con el costo del proceso, sino también con la solución del problema de la duración del proceso y la supresión de tareas inútiles del mismo
. 

Por esto, la economía procesal guarda gran relación con la celeridad procesal, que indica que el proceso debe tramitarse y lograr su objeto en el menor tiempo posible, por lo que la figura del juicio por jurado debe ir dirigida a lograr que a través de este medio el juzgamiento se realice de la forma más rápida y efectiva, pero siempre con el cumplimiento del Principio o Derecho a la defensa.

Bajo el supuesto anterior, somos del criterio, no compartido por muchos autores panameños, que el juicio por jurado tiene mayor efectividad para garantizar el debido proceso, pues se ofrecen a los imputados que sean juzgados por sus congéneres o iguales, es decir las personas que conviven en la misma comunidad y conocen por experiencia los problemas sociales, políticos, económicos que le afectan, la costumbre, los usos y  proyecciones religiosas. Sin embargo, esta forma de juzgamiento sólo debe de ser valorada para ciertos tipos penales, cuyas características permitan ser valorados por la intima convicción y no requieran otros tipos de valoración.

Nuestro Código Judicial, consagra en el Libro Tercero, Título IV, Capítulo I, los juicios con intervención de jurados  y las diferentes etapas del juicio, empezando por la integración del jurado; los requisitos; las incapacidades, etc.

Ahora, este es el Código que esta siendo reformado a través de un Proyecto de Reformas, presentados por la Comisión Codificadora, y que estableció en la exposición de motivos  en lo que se refiere al juicio plenario que se resalta la instauración del juicio oral para todos los procesos, de modo tal que se preserven los principios de inmediación, publicidad, concentración de la prueba y el derecho de defensa. Asimismo, establece que dentro del juicio oral, el juicio por jurados adquiere mayor relevancia, pero esto no se compagina con las reformas propuestas  las cuales analizaremos en este trabajo, en donde se trata de hacer más rápido el proceso pero en detrimento del Derecho a la Defensa.

1. El Código Judicial Panameño y el juicio por jurado.

Nuestro Código Judicial, en su Artículo 2316, establece los delitos que serán juzgados a través de jurados, los cuales se dan la mayoría en los casos de homicidio doloso y otros delitos que por consecuencia del mismo se provoca la muerte de alguien. La ley 23 del 2001, introdujo importantes reformas a la institución del jurado, las cuales de su análisis podemos señalar que regulaban de mejor forma los principios procesales, pues mantenían la vigencia de la economía procesal sin violentar otros principios importantes como el derecho a la defensa. De aquí, que se hace necesario que veamos algunas de estos puntos, que en lo fundamental son los siguientes: 

a. En Panamá, se reconoce el derecho a la renuncia del imputado a ser juzgado por jurados. Sin embargo solo podrá hacerlo antes de que el jurado sea juramentado.
  

b. El cuerpo de jurados lo integran 8 personas, una de las cuales debe ejercer las funciones de suplente y será sorteado después de las instrucciones finales.

c. No se permite la apelación del auto de enjuiciamiento. Esto a nuestro parecer vulnera claros principios de nuestra constitución, pues antes se permitía la apelación.  

d. En cuanto a las reglas del debate oral, se reformó sustancialmente, el Artículo 2362, lo cual a nuestra forma de ver fortalecía  la economía procesal,  pues disminuía los términos, pero mantenía la razonabilidad de los mismos, con las causas a deliberar. En este sentido se establece que: 

_ Cada parte interviene por treinta minutos máximo, para que anuncien el fundamento de hecho y de derecho en que basarán sus posiciones procesales: fiscal, querellante y defensa. Este término es irrenunciable. Se propone que solo sea de quince minutos.

_ Solo se permite la lectura del auto de enjuiciamiento, de la indagatoria y dos piezas por cada tomo para cada una de las partes. Sin embargo, el presidente de la audiencia puede hacer leer las que a bien tengan y estime oportunas. 

_ En cuanto a los testimonios: el presidente de la audiencia puede repreguntar y también los jurados. 

_ Lo jurados pueden pedir careos y confrontaciones que estimen convenientes y se llevarán a cabo si a ello no se opone una justa causa. 

_ El presidente de la audiencia puede decretar de oficio la práctica de esas diligencias. Esto representa, el inquisitivismo, pues el Magistrado Presidente, pide y practica pruebas de oficio.

_ Se permiten tres horas de intervención a las partes.  Intervienen todas las partes, inclusive el imputado y con derecho a tres horas.  El Ministerio Público tiene derecho a un incremento de una hora por cada imputado adicional. También en casos dificultosos o de evidente complejidad: una hora adicional a solicitud de parte interesada. Vemos pues que esta norma es más adecuada, para el tipo de casos que se tramitan a través de este tipo de juicio. 

_ Se elimina la exhortación que se le hace al jurado respecto a que ellos deben simplemente decidir la inocencia o la culpa sin entrar a hacer valoraciones probatorias.   

En este sentido, existen otras normas que favorecen  la economía procesal, pues son las que permitían una sola excusa y justificada en la fecha de audiencia, y para la siguiente debe fijarse con un abogado defensor de oficio sustituto o cuanto fuesen necesarios para garantizar la celebración de la misma, lo cual no excluye la posibilidad de que el defensor particular se reintegre a la audiencia. La nueva vista oral debe celebrarse en un término no menor de quince ni mayor de treinta días, con posterioridad a la primera fecha, aunque deba variarse el calendario previamente elaborado.  Además, era posible celebrar la audiencia sin la presencia del agente fiscal o el representante de la parte querellante o ambos.

V. LAS REFORMAS PROCESALES, EL JUICIO POR JURADO Y EL PRINCIPIO DE LA ECONOMIA PROCESAL.

A diferencia de Argentina que consagró en su Constitución Nacional el juicio por jurados en tres artículos, tal y como lo hace en los artículos  24, 75 y 118; nuestra legislación sólo regula esta institución en un solo artículo del cual se deriva la regulación procesal. Sin embargo, Panamá tiene una cultura  e historia con el juicio por jurados o jurados de conciencia, como mejor se les ha llamado, a tal punto que ha sido interpretada la norma constitucional, por la jurisprudencia patria como una garantía fundamental y en nuestra legislación procesal como un derecho del Debido Proceso. 

Si se observa con detenimiento, lo que hasta aquí hemos sostenido, no resultará difícil advertir que en la noción de Juicio por Jurado, brindada surgen, en todos los casos de forma expresa y en otros de manera tácita,  conceptos cardinales  que deben cumplirse para la real vigencia de los Principios Procesales. Es así que de la figura jurídica del juicio por jurado,  descollan ideas paralelas que propugnan por la total vigencia y eficacia de los Principios Procesales  de igualdad, independencia, moralidad, eficacia y transitoriedad de la serie procesal. 

En este sentido,  podemos asimilar que la igualdad de las partes en el proceso, como principio que es, crea la regla técnica del contradictorio o de la bilateralidad; aunado a que la independencia e imparcialidad del juzgador genera la regla de identidad del juez. De la misma forma, la transitoriedad del proceso como principio produce las reglas de la economía procesal y de la celeridad del proceso, las cuales rigen al proceso en cuanto a su duración, la supresión de tareas inútiles y la reducción de todo esfuerzo procesal que no guarde relación con el objeto del proceso.

Debemos de señalar, que un punto muy importante lo constituye que nuestra constitución Nacional en su Artículo 212 establece que las leyes procesales (penales, civiles, laborales, etc.) que se aprueben habrán de inspirarse, entre otros (lo que significa que no son los únicos ni son taxativos), en los siguientes principios: Simplificación de los trámites, economía procesal y ausencia de formalismos; es decir,  que se da vigencia a los principios de transitoriedad de la serie y eficacia. Se desprende que nuestra Constitución muchas veces atacada de poco garantista, contiene los principios y las normas garantistas, por lo que el problema es la aplicación y la mentalidad de los administradores de justicia. 

Vemos, pues que si bien es cierto el Pacto de Estado por la Justicia, en Panamá, viene a establecer el marco jurídico dentro del cual debían darse las reformas procesales realizadas al Código Judicial, estableciendo los Principios Garantistas que debían valorarse, nuestra Propia Constitución Nacional, ya los recogía como fundamento de las nuevas leyes procesales a aprobarse. Sin embargo, con  el Proyecto de Reformas que crea el Código Procesal Penal, se dio un divorcio total de tales principios a seguir, pues se establece en lo medular que: 

Artículo 568: El Magistrado Sustanciador iniciará la audiencia a la hora establecida, y se observarán las siguientes reglas:

º Se concederá la palabra a cada una de las partes por un término no mayor de quince minutos, lo cual es irrenunciable. El Fiscal y el querellante, si lo hubiere, enunciarán lo cargos de acuerdo con los hechos. El defensor hará referencia a los cargos formulados; 

º El presidente ofrecerá la oportunidad a las partes para presentar sus alegatos, cada una de ellas intervendrá por una sola vez, hasta por un término de hora y media, en el siguiente orden: El fiscal, la parte querellante, si la hubiere, el imputado y finalmente su abogado defensor. Cuando fuese necesario, a juicio del Magistrado Presidente de la audiencia, podrá extenderse el período de alegatos, procurando no extender innecesariamente la vista oral;

º Una vez terminados los alegatos el Magistrado Presidente de la audiencia, dará a los jurados las siguientes explicaciones:

Sólo entran a deliberar nueve jurados, los cuales entre ellos designarán un presidente o presidenta, quien dirigirá el debate.

º Si el veredicto fuese de culpabilidad, en ausencia del jurado, el Magistrado Presidente concederá  a cada una de las partes la oportunidad de alegar por el término de quince minutos, sobre las sugerencias para la individualización de la pena, en el orden establecido para los alegatos de fondo. La sala dictará la sentencia para individualizar judicialmente la pena,  dentro de los dos (2) días siguientes a la terminación de la vista oral. 

Es decir, que aunque la participación del jurado en el debate trae como consecuencia que el procedimiento entero se desarrolle oralmente y de manera más rápida, a fin de que pueda ser seguido mejor y comprendido más fácilmente por el jurado, y se materializan aquellos principios de concentración, moralidad, inmediación y publicidad del proceso, que según CHIOVENDA, constituyen las garantías más eficaces de una buena administración de justicia; sin embargo, y aunque agregáramos nosotros el Principio de la economía procesal, de nada vale todas las normas tendientes a realizar más rápido el proceso y la simplificación de trámites, si los mismos vulneran otros principios tan importantes, como la oportunidad procesal del abogado para alegar las argumentaciones de su defensa por el termino que efectivamente le exija el expediente. Esto  toma mayor relevancia frente a nuestra legislación en donde de existir un querellante, queda el imputado en desventaja, pues dos alegan en contra de él, mientras el sólo puede alegar por una hora y media.

Vemos pues que hay otras disposiciones constitucionales que consagran principios y reglas relativas al proceso penal y específicamente el que nos propusimos desarrollar como lo es el Principio de economía procesal recogidos en el articulo  215  de la Constitución, el cual aunado a la designación del juicio por jurados,  hacen de nuestra Constitución a nuestro modo de ver, una Constitución Garantista, pero con una legislación procesal inquisitiva que no cumple los mínimos estándares exigidos en la misma.  

VI. OBSERVACIONES FINALES.

En cuanto a la economía procesal y los juicios por jurados, si bien es cierto esta institución como garantía permite la celeridad del debate y la agilidad procesal; también hay que valorar que el jurado no puede sesionar en permanencia, y tampoco por un período de tiempo prolongado, porque sus miembros no pueden abandonar sus habituales ocupaciones por un período de tiempo excesivo. De aquí, dos consecuencias positivas importantísimas que debemos de valorar:

a) todas las actividades procesales más importantes, proposición y práctica de las pruebas, resolución de los incidentes, discusión de la causa, se concentran en el debate; 

b) el debate se desarrolla en un número lo más limitado posible de audiencias consecutivas, que se suceden de ordinario sin interrupción hasta el momento en que la causa ha quedado decidida por el jurado.

Todo lo anterior, permite la eficacia del sistema procesal que consagre el juicio por jurados, por lo que las reformas a proponer debe introducir una diversidad de repuestas y de procedimientos que permiten acortar los tiempos de la investigación o preparación del sumario, pero no del juicio en si. Lo anterior en virtud de que en el juicio por jurados se debe reconocer  efectos plenos a las garantías del derecho a la defensa, sin acortar las fases que consagran el debate oral y procesal como  son los alegatos. De igual forma las reformas deben ser en cuanto al precepto procesal propuesto, encaminada hacia la sencillez, claridad y generalidad, porque toda regulación minuciosa y detallada, de tipo reglamentario, es contraproducente con la lógica del sistema acusatorio y garantista. 

VII. CONCLUSIONES.

No podemos permitir la eliminación del juicio por jurados en Panamá, pues esto involucra contrariar todo el comportamiento constitucional desde el inicio de la era republicana, porque las Constituciones de 1904, 1941, 1946 y 1972 lo contemplan, entonces sería necesario una reforma al texto constitucional y contrariar la tradición democrática, en épocas en que en algunos países europeos  y otras legislaciones procesales tienden a instituirlo.

De aquí, que hay que valorar las reformas procesales, par que den fiel cumplimiento a las garantías y Principios Constitucionales vigentes, pues la transformación de nuestros juicios por jurados podría ser desastrosa y crear mayores problemas que beneficios.

Hay que valorar que en Panamá la actual reforma amplia el rango de los delitos que podrían ser conocidos por los jurados, por lo que se hace necesario regular de la mejor forma él cumplimiento de las garantías y principios en este instituto, el cual es indiscutible como solución eficaz y técnica para resolver la problemática que invade a la administración de justicia en la rama penal, máxime cuando la normativa actual es más fiel en el cumplimiento de los principios procesales de economía procesal y celeridad procesal.. 

Se hace necesario de igual forma que los defensores de la institución histórica del jurado y  quienes luchamos férreamente para evitar su derogación, evitemos la posibilidad de suprimirlo del ordenamiento jurídico o en todo caso desnaturalizarlo a través de su sustitución por el tribunal de escabinos, bajo la supuesta argumentación de que de esta manera, existan veredictos justos, apegados a derecho y más acorde a la realidad.

No podemos aprobar la tendencia a la modificación de normas procesales o sustantivas penales de cualquier otra naturaleza, con apresu​ramientos, en forma emotiva, sin un estudio y consulta debida, porque esa metodología conlleva a errores y contradicciones que serán pagados muy caros posteriormente.

Finalmente, se hace necesario compartir una idea tomada de la obra del Doctor Héctor Superti, y la cual me parece muy aplicable a la realidad vivida actualmente en Panamá con la reforma procesal vigente. Es decir, que con la convicción de que el sistema actual esta al borde del abismo, y que necesita rápidamente ser sustituido; observando lo que ocurre en la realidad, citaba el Doctor Superti: “es importante recordar la palabras de tres personajes, que quizás lo único que han tenido en común es el sentido común. Así, dijo el estadista “la única verdad es la realidad”. Sin embargo, Dijo el filósofo “panameños, a las cosas”. Y Dijo el poeta “si no podemos cambiar la realidad, mejor cambiemos de conversación”,

Les he preguntado yo a los panameños: Díganme si cambiamos de conversación y hablamos de otra cosa.

Estoy esperando la respuesta.

� Abogado Litigante. Miembro de la Comisión Técnica y Representante del colegio Nacional de Abogados en la  Comisión Codificadora creadas por el Órgano Ejecutivo, mediante  Decreto Ejecutivo No. 541 de 17 de noviembre de 2005,  para que preparasen los  Anteproyectos de Código Penal y Código Procesal Penal. 


� La Comisión Técnica y la Comisión Codificadora fueron creadas por el Órgano Ejecutivo, mediante  Decreto Ejecutivo No. 541 de 17 de noviembre de 2005, la primera para que preparase un informe a la Comisión Codificadora y dos borradores de Anteproyectos de Código Penal y Código de Procedimiento Penal, los cuales serían tomados en cuenta por esta última para la Redacción Final de los Anteproyectos. 


� Miguel Ibarlucia. “El Juicio Por Jurado y Las Garantías Constitucionales. Objeciones al Proyecto del Poder Ejecutivo”.


� En nuestro país, el juicio por jurado ha sido reconocido por la doctrina e inclusive por la propia jurisprudencia como una verdadera Garantía Constitucional.


� Nuestra Constitución consagra en el artículo 218 esta garantía y en el Artículo 215, los principios en que deben enmarcarse las leyes procesales que se aprueben.


� Ante la problemática de la Administración de la Justicia, el Órgano Ejecutivo conforma La Comisión de Estado Por la Justicia, en el año 2005, conformado por los representantes del Órgano Judicial, Órgano Ejecutivo, Órgano Legislativo, El Ministerio Público, la sociedad civil, la iglesia y cada uno de los sectores representativos del país, a fin de realizar un diagnostico de toda la legislación panameña.


� Se hace la distinción que muy claramente nos enseñara el Maestro Adolfo Alvarado Velloso, entre Principios Procesales y Reglas Técnicas Procesales, en su obra: “Introducción al Estudio Del Derecho Procesal”.


� El delito de homicidio es el típico delito por el cual un  imputado puede escoger ser juzgado a través de jurados en conciencia.


� Gonzalo Gallo González, citado por Yesid Ramírez Bastidas, en el Prologo de su obra: “Sistema Acusatorio Colombiano”.


� Osvaldo Gozaini, se refiere más detalladamente a este punto en su obra: “Problemas actuales del Derecho Procesal”. En este sentido coincidimos en que la economía procesal o la rapidez del proceso, no solo se refiere  a establecer un plazo razonable al proceso, sino que hay que adecuar esto a las circunstancias de casa caso, tomando en cuenta la eficacia de la institución. Es decir, que para que sea eficaz la economía procesal, se debe asumir la misma como un deber de la jurisdicción, pues es un derecho esencial del hombre, pero que este derecho no puede ir en contra de otros derechos de superior valor.


� Se hace necesario aclarar que nuestra legislación antes de las reformas del 2001, consagraban un termino indefinido para presentar los alegatos, lo cual vario a tres horas con las reformas del 2001. Somos del criterio que las tres horas, son más consonas  con la realidad jurídica de un expediente de homicidio, que la hora y media propuesta por la Comisión Codificadora.


� El Doctor Silvio Guerra, hace un análisis sobre las distintas denominaciones de esta figura en nuestra legislación en su obra de Derecho Procesal Punitivo.


� El Magistrado Wilfredo Sáenz, hace referencia a la evolución histórica de esta institución, en una ponencia publicada, por raspón de los debates para eliminar la figura de nuestra legislación procesal vigente. 


� Hoyos, Arturo. Justicia, Democracia y Estado de Derecho. Pág. 3. 





� Hay que recordar que Panamá se independizo de España en 1821 y se une voluntariamente a la Gran Colombia. Pero su denominación de Estado Soberano se da bajo la unión a la Gran Colombia.


� Adolfo Alvarado Velloso, “ Introducción al Estudio del Derecho Procesal”


� Es el imputado quien decide si será o no juzgado a través de este tipo de juicio. Por lo tanto es un derecho y una garantía.


� Adolfo Alvarado Velloso. Introducción al estudio del derecho Procesal. Para este autor, es difícil determinar el ámbito de aplicación de esta regla. Sin embargo, la misma gurda relación con la celeridad procesal, que indica que el proceso debe tramita y lograr su objeto en el menor tiempo posible.


� Se disminuye el término establecido actualmente, lo cual no tiene razón de ser.


� Se permite al querellante y al fiscal hablar; sin embargo, la defensa lo hace una sola vez.





